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Por lo tanto, de la regulación expuesta se deduce con toda claridad que el complemento específico de los 
funcionarios de la Administración de la Junta de Andalucía se compone por cinco factores, independientes 
entre sí, y sin que la variación en la valoración de alguno de estos factores suponga el reconocimiento 
de un complemento específico adicional, como parece dar a entender esa Administración, en su informe, 
con el destacado del último inciso del art. 43.2.b) de la Ley 6/1985.

Por otra parte, nos reafirmamos en la consideración de la peligrosidad implícita al ejercicio de las 
funciones de retirada de menores del domicilio familiar, que corresponden al personal de protección 
de menores, y que, como ya se indicaba en la Resolución formulada en la queja 13/6893, incluso se 
reconocían en diversos informes oficiales emitidos por servicios jurídicos de la propia Junta de Andalucía.

Estas especiales condiciones funcionales que concurren en el desempeño de dichos puestos, estimamos 
que siguen justificando la valoración del factor de peligrosidad en la conformación del complemento 
específico de los mismos, por los motivos que se exponían en la referida Resolución, y que continúa 
siendo un factor no valorado en la determinación del complemento específico de estos funcionarios.

Asimismo, recordamos a la Administración que la cuantificación de los complementos específicos de los 
puestos de trabajo incluidos en las correspondientes RPT se determina con arreglo al procedimiento 
establecido en el Decreto 390/1986, y que las cuantías resultantes devienen de la valoración de los 
distintos factores que se contemplan en el artículo 46.3 de la Ley 6/1985 (dificultad técnica, dedicación, 
responsabilidad, incompatibilidad y peligrosidad o penosidad).

Y que, por tanto, la cuantía que actualmente tienen reconocida como complemento específico los puestos 
de este área funcional de menores son consecuencia de la valoración de los primeros factores indicados, 
ya que en las RPT vigentes se valora para su determinación todos los factores salvo el de peligrosidad 
o penosidad. De este modo, si en la cuantía resultante figuran con unas cantidades superiores a las 
asignadas a otros puestos similares, ello obedece a que a la hora de evaluar las condiciones funcionales 
de dichos puestos se ha apreciado que tienen una mayor dificultad técnica y responsabilidad que los 
otros puestos con los que se comparan.

Pero, lo que nunca puede justificar la cuantificación de un determinado complemento específico es la 
consideración de que la cuantía finalmente asignada al mismo fuera porcentualmente superior a la que 
se asigna a otros puestos similares, y que éste sea el criterio determinante para no valorar otros factores 
que deben ser apreciados -por imperativo legal- de forma individualizada y no en su conjunto, como parece 
deducirse del informe remitido por dicha Administración.

Por último, en relación con la valoración del factor de peligrosidad o penosidad en los complementos 
específicos de la RPT de la Administración de la Junta de Andalucía, pusimos de manifiesto la disparidad 
de criterios existente al respecto en las relaciones de puestos de trabajo de las distintas Consejerías entre 
las que, en algunos casos, pueden observarse puestos que tienen reconocido el factor de peligrosidad en 
sus correspondientes complementos específicos, y en los que, en principio, se aprecian unas condiciones 
funcionales que pudieran estar menos justificadas que las que concurren en este tipo de puestos que 
intervienen en los procesos de retirada de menores de sus familias. Circunstancias que, asimismo, ha 
sido indicada en los informes elaborados por los servicios jurídicos de la Junta de Andalucía.

Por todo ello, nos reiteramos en la recomendación formulada para que, por parte de la Administración 
de la Junta de Andalucía, se promueva la valoración del factor de peligrosidad en los complementos 
específicos del personal funcionario implicado en tareas que conlleven la posible retirada de menores 
de sus familias.

…

3.2  CONSULTAS

3.2.2  Temática de las consultas

3.2.2.4  Derecho a la protección
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Otro de los asuntos más recurrentes en materia de Infancia y Adolescencia es el relacionado con la 
tutela administrativa de menores que se encuentran residiendo en centros de protección, al 
haber sido declarados en situación legal de desamparo. Detectamos por las solicitudes de información 
que nos llegan, falta de conocimiento y de conformidad por parte de los familiares, sobre los derechos de 
contacto y visitas a los y las menores acogidos/as, así como sobre los aspectos que conllevan la guarda 
y tutela administrativa. Como la consulta de una ciudadana que argumentaba que le han sido retirados 
sus dos hijos menores, no está conforme con la situación legal de desamparo ni con la propuesta de que 
los mismos residan con la hermana del padre, ya que este, ha ejercido violencia de género y violencia 
vicaria.

En este tipo de consultas cumplimos la función de asesorar a las familias, por un lado en los derechos 
de oposición a las resoluciones administrativas adoptadas tras la declaración del desamparo o régimen 
de contactos familiares de sus hijos por parte de la Junta de Andalucía y la asunción de su tutela así 
como los organismos a los que pueden dirigirse para recibir información; pero también transmitimos 
que tanto la declaración legal de desamparo del menor, como la decisión del tipo de acogimiento, ya sea 
familiar, institucional, etc. están motivados por un complejo estudio e intervención de profesionales y 
comisiones especializadas en la búsqueda del mayor beneficio y protección de los menores cuyo objetivo 
es salvaguardar la integridad de la infancia y garantizar sus derechos fundamentales. mayor beneficio 
y protección de los menores cuyo objetivo es salvaguardar la integridad de la infancia y garantizar sus 
derechos fundamentales.

4 RELACIONES INSTITUCIONALES

4.1  Colaboración con los agentes sociales

…

Destacamos asimismo la jornada organizada por esta Institución, en su condición de Defensor del Pueblo 
Andaluz, titulada «Brecha digital: la nueva exclusión social».

En la nueva sociedad digital quienes no disponen de un ordenador, no tienen acceso a internet o no 
saben utilizar las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, no sólo ven limitadas sus 
oportunidades de prosperar económicamente, de encontrar un empleo o de desarrollar sus relaciones 
sociales, sino que afrontan además serias dificultades para ejercer plenamente derechos tan básicos 
como la educación, la salud, el acceso a la vivienda o a la cultura. Relacionarse con la Administración se 
ha convertido en un difícil reto para quienes no utilizan medios electrónicos.

Por su parte en la nueva sociedad de la información quienes carecen de los medios o las habilidades 
digitales necesarias ocupan el lado equivocado de la denominada brecha digital y están llamados a 
integrar un nuevo colectivo de marginalidad y exclusión social. Encontrar soluciones que permitan 
superar esta brecha y seguir avanzando sin dejar a nadie atrás constituye, posiblemente, el principal 
reto que enfrentan hoy en día las sociedades avanzadas.

En la jornada mencionada se tuvo ocasión de debatir con destacados profesionales y entidades 
sociales expertos en la materia cómo afecta la brecha digital al ejercicio del derecho a la educación, 
a una educación inclusiva y de calidad; cómo ha incidido la pandemia, y la suspensión de las clases 
presenciales, de manera especial en el alumnado más vulnerable. En el mismo acto debatimos sobre si 
el Sistema educativo andaluz está preparado para la enseñanza digital e intentando ofrecer soluciones 
para combatir o al menos paliar la brecha digital en el ámbito de la educación.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/brecha-digital-la-nueva-exclusion

